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Acta No. 563 de octubre 27 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Nilton Donavis Ruge Nieto, contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y la Procuradora Judicial II Delegada para Asuntos Civiles de Bogotá DC.

ANTECEDENTES

Nilton Donavis Ruge Nieto, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de los derechos fundamentales que cita como “art. 13, 83 CN, debido proceso, garantías procesales, Carta Iberoamericana de Usuario de Justicia”. 

Como consecuencia de ello, solicitó que se ordene al Juzgado conceder integralmente el amparo de pobreza que le pidió; aplicar los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998.
Narra en su escrito que presentó la acción popular “2017-280”, en la que el despacho accionado se niega a conceder en su integridad el amparo de pobre en la forma que lo solicitó. 
Con auto del 17 de octubre se le dio impulso a la acción en la que se ordenó vincular al agente del Ministerio Público; la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda y al Procuradora 2 Judicial II Delegada para Asuntos Civiles de Bogotá DC.
La titular del despacho indicó que las decisiones adoptadas dentro de dicho asunto han sido en derecho y, por tal razón, no se  ha vulnerado el debido proceso; que en el auto por medio del cual se le concedió el amparo de pobreza, se le precisó el alcance de la exención, para evitar abusos, y el mismo no fue recurrido, por lo cual, no se cumple con el requisito  de procedibilidad relacionado con la subsidiariedad. Finalmente, reprochó el hecho de que, aparentemente, quien promueve la acción de tutela es el señor Javier Elías Arias Idárraga, lo que puede configurar una suplantación y ello debería ser investigado por la Fiscalía General de La Nación; remitió copias de lo concerniente.
El Procurador Regional de Risaralda, mencionó que su intervención se limita a la protección de los derechos e intereses colectivos.  
El Procurador 2 Judicial 2 II para Asuntos Civiles de Bogotá DC, solicitó negar el amparo impetrado, por cuanto el interesado no propuso recurso de reposición frente a la providencia que reprocha.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados bajo la premisa de que el Juzgado se niega a conceder amparo de pobreza de manera integral, y se le debe ordenar que aplique los artículos 5 y 84 de la Ley 472 de 1998.




Se recuerda que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.   
De frente a ese derrotero, se advierte, de entrada, que la solicitud del  accionante se torna improcedente. Así se afirma, porque acorde con lo que señala el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamente la acción de tutela, esta no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
  



Y es que, para abordar lo que tiene que ver con la negativa de conceder el amparo de pobreza sin limitación alguna, es claro que el Juzgado se pronunció expresamente sobre ello con auto del 29 de agosto de 2017 (f. 11), pero nada, como lo indican quienes intervienen en la parte pasiva, refutó el interesado por medio del recurso de reposición que hubiera sido el escenario adecuado para debatir lo que pide en forma directa por este sendero. Es decir, con ello deja en evidencia que desaprovechó la oportunidad procesal con la que contaba para controvertir esas situaciones, instando al despacho judicial demandado para que reconsiderara su posición y echando al olvido que esta acción, por su naturaleza, es residual, y solo cabe cuando se ha hecho uso de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas. 
Otro tanto ocurre con la pretensión de que se le ordene al juzgado aplicar unas normas, en cuanto nada demuestra que el actor popular haya pedido al despacho judicial que se ajuste al cumplimiento de las mismas. Solo a partir del pronunciamiento que en torno a ello se emita, previa solicitud, es que podrá, por parte del Juez Constitucional, llegarse al escrutinio de lo pertinente. 
 



Se agrega, que ningún perjuicio irremediable se ha invocado, y menos se ha demostrado, que permita la intrusión de la Sala en aquella actuación, de manera prematura; tampoco una condición especial del demandante que permita flexibilizar la exigencia del aludido requisito. 
  



En conclusión, como no se han desplegado las gestiones obligadas dentro del proceso mismo, la cuestión, tal como se anunciara, cae en la improcedencia, que se declarará. 

   



Se absolverá a los demás intervinientes, por no hallar de su parte trasgresión alguna frente al reclamo presentado.

  


Finalmente, en cuanto a la inquietud que plantea la funcionaria accionada, acerca de la posible incursión en una conducta de carácter penal que debería ser investigada por el ente competente, es necesario indicar que no cuenta la Sala con elementos probatorios suficientes como para proceder en la forma que se solicita, tanto más cuando reposan constancias de presentación personal del demandante (f. 2).

 



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Nilton Donavis Ruge Nieto contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito.
Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA 
� 	Sentencia C-543-92
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